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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, a veinticinco de junio de dos mil veintiséis.

[bookmark: _GoBack]VISTO el expediente electrónico formado con motivo del recurso de revisión número 06790/INFOEM/ICR-119/IP/RR/2025, interpuesto por un particular que al momento de ingresar la solicitud de información e interponer el recurso de revisión, no señaló nombre o seudónimo con el cual desee ser identificado, en lo sucesivo El Recurrente, en contra de la falta de respuesta del Ayuntamiento de Joquicingo, en lo subsecuente el Sujeto Obligado, emitida en cumplimiento a la resolución del recurso de revisión 06790/INFOEM/IP/RR/2025, se procede a dictar la presente resolución.

A N T E C E D E N T E S

PRIMERO. De la solicitud de información.
Con fecha diecinueve de mayo de dos mil veinticinco, el Recurrente presentó solicitud de información que fue registrada en el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) con el número de expediente 00069/JOQUICIN/IP/2025, mediante la cual solicitó lo siguiente:

“POR SEGUNDA VEZ solicito copia de oficio No. PMJ/OIC/038/2025, PMJ/OIC/037/2025, PMJ/OIC/036/2025,PMJ/OIC/035/2025, PMJ/OIC/039/2025, PMJ/OIC/040/2025 Y PMJ/OIC/041/2025 DE LA CONTRALORIA MUNICIPAL COPIA DEL EXPEDIENTE NO. PMJ/OICM/OBS/011/2025. COPIA DE OFICIO PMJ/PM/349/03/2025, PMJ/PM/348/03/2025, PMJ/PM/347/03/2025, PMJ/PM/346/03/2025, PMJ/PM/345/03/2025, PMJ/PM/350/03/2025, PMJ/PM/351/03/2025, PMJ/PM/352/03/2025, PMJ/PM/353/03/2025, PMJ/PM/354/03/2025 DE PRESIDENCIA MUNICIPAL COPIA DEL OFICIO 230003A00/090/2025 FIRMADO POR EL ARQ BALTAZAR BRIONES REMITIDO A PRESIDENCIA MUNICIPAL COPIA DEL OFICIO PMJ/PM/2026/02/2025 DE FECHA 25 DE FEBRERO” (Sic).

Modalidad de entrega: A través del SAIMEX

SEGUNDO. De la falta de respuesta del Sujeto Obligado.
En el expediente electrónico SAIMEX, se aprecia que el Sujeto Obligado fue omiso en dar respuesta a la solicitud de información presentada por el particular. Derivado de lo anterior, se constituye la figura de la Negativa Ficta, cuya esencia consiste en atribuir un efecto negativo de la autoridad administrativa frente a las instancias y solicitudes que hagan los particulares.

TERCERO. Del recurso de revisión.
Inconforme con la respuesta emitida por el Sujeto Obligado, la Recurrente interpuso el presente recurso de revisión en fecha diez de junio de dos mil veinticinco, el cual se registró en el SAIMEX con el expediente número 06790/INFOEM/IP/RR/2025, en el que manifestó lo siguiente:

Acto Impugnado: 
“No se me dió contestación” (Sic).

Razones o motivos de inconformidad: 
“No se me dió respuesta a mi solicitud de POR SEGUNDA VEZ solicito copia de oficio No. PMJ/OIC/038/2025, PMJ/OIC/037/2025, PMJ/OIC/036/2025,PMJ/OIC/035/2025, PMJ/OIC/039/2025, PMJ/OIC/040/2025 Y PMJ/OIC/041/2025 DE LA CONTRALORIA MUNICIPAL COPIA DEL EXPEDIENTE NO. PMJ/OICM/OBS/011/2025. COPIA DE OFICIO PMJ/PM/349/03/2025, PMJ/PM/348/03/2025, PMJ/PM/347/03/2025, PMJ/PM/346/03/2025, PMJ/PM/345/03/2025, PMJ/PM/350/03/2025, PMJ/PM/351/03/2025, PMJ/PM/352/03/2025, PMJ/PM/353/03/2025, PMJ/PM/354/03/2025 DE PRESIDENCIA MUNICIPAL COPIA DEL OFICIO 230003A00/090/2025 FIRMADO POR EL ARQ BALTAZAR BRIONES REMITIDO A PRESIDENCIA MUNICIPAL COPIA DEL OFICIO PMJ/PM/2026/02/2025 DE FECHA 25 DE FEBRERO” (Sic).  

CUARTO. Del turno y admisión del recurso de revisión.
Medio de impugnación que le fue turnado al Comisionado Presidente José Martínez Vilchis, por medio del sistema electrónico en términos del numeral 185 fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios, al cual recayó acuerdo de admisión de fecha trece de junio de dos mil veinticinco, otorgándose en él un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado.

QUINTO. De la etapa de instrucción.
Así, una vez transcurrido el término legal referido, el Sujeto Obligado fue omiso en remitir su informe justificado; asimismo, se aprecia que la parte Recurrente, tampoco rindió manifestaciones.

SEXTO. Del cierre de instrucción.
Así, una vez transcurrido el término legal, se decretó el cierre de instrucción el veinticinco de junio de dos mil veinticinco, en términos del artículo 185 fracción VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, iniciando el término legal para dictar resolución definitiva del asunto.

SÉPTIMO. De la resolución del recurso de revisión 06790/INFOEM/IP/RR/2025.
En la Vigésima Quinta Sesión Ordinaria celebrada el nueve de julio de dos mil veinticinco, el Pleno del Instituto de Transparencia, Accesos la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios aprobó por unanimidad de votos, la Resolución del Recurso de Revisión, en la cual se determinó lo siguiente:

“PRIMERO. Resultan fundadas las razones o motivos de inconformidad hechos valer por la parte Recurrente, en términos del Considerando QUINTO de la presente resolución.

SEGUNDO. Se ORDENA al Sujeto Obligado, atienda la solicitud de información número 00069/JOQUICIN/IP/2025, en términos del Considerando QUINTO de esta resolución, vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX).

TERCERO. NOTIFÍQUESE, vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), la presente resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios” (Sic)

OCTAVO. De la notificación de la resolución del recurso de revisión 06790/INFOEM/IP/RR/2025.
De conformidad con las constancias que integran el expediente electrónico, se advierte que el catorce de julio de dos mil veinticinco se notificó a las partes por medio del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), la resolución del recurso de revisión referido.

NOVENO. Del cumplimiento a la resolución.
Conforme a las actuaciones en el expediente electrónico del SAIMEX, se observa que el Sujeto Obligado, en cumplimiento a lo dispuesto en la resolución dictada por el Pleno de este Instituto, manifestó hacer entrega de la información solicitada conforme a lo siguiente:

“Folio de la solicitud: 00069/JOQUICIN/IP/2025

SE ENVÍA INFORMACIÓN CON RESPECTO A LA SOLICITUD CON NUMERO DE FOLIO 00069/JOQUICIN/IP/2025

ATENTAMENTE
DRA. LAURA GUADALUPE ZARATE MORENO” (Sic)


[image: ]


DÉCIMO. De la interposición del recurso de revisión 05865/INFOEM/ICR-125/IP/RR/2025.
De las constancias que integran el expediente del recurso de revisión 06790/INFOEM/ICR-119/IP/RR/2025, se observa que el día diecinueve de agosto de dos mil veinticinco, el Recurrente interpuso un nuevo recurso de revisión en este Instituto a través del SAIMEX, en contra de la respuesta entregada en cumplimiento, en el que se señaló lo siguiente:

Acto Impugnado: 
«negativa d el ainformación y clasificacion de la información» (Sic)

Razones o motivos de inconformidad: 
«pedi los oficios No. PMJ/OIC/038/2025, PMJ/OIC/037/2025, PMJ/OIC/036/2025,PMJ/OIC/035/2025, PMJ/OIC/039/2025, PMJ/OIC/040/2025 Y PMJ/OIC/041/2025 de la contraloria y se basan en decir que no existen y es algo absurdo ya que los oficios van consecutivos, y de los oficios PMJ/PM/349/03/2025, PMJ/PM/348/03/2025, PMJ/PM/347/03/2025, PMJ/PM/346/03/2025, PMJ/PM/345/03/2025, PMJ/PM/350/03/2025, PMJ/PM/351/03/2025, PMJ/PM/352/03/2025, PMJ/PM/353/03/2025, PMJ/PM/354/03/2025 no se entregaron los que pedi me mandaron los incorrectos pedi del mes de marzo y me mandan de abril y falta la copia del oficio COPIA DEL OFICIO 230003A00/090/2025 FIRMADO POR EL ARQ BALTAZAR BRIONES REMITIDO A PRESIDENCIA MUNICIPAL COPIA DEL OFICIO PMJ/PM/2026/02/2025» (Sic)

UNDÉCIMO. Del turno y admisión del segundo recurso de revisión.
Recurso de revisión que fue turnado por medio del sistema electrónico en términos del numeral 185 fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios al Comisionado Presidente José Martínez Vilchis, para su revisión y análisis sobre la admisión o desechamiento; por lo que en fecha once de septiembre de dos mil veinticinco, fue admitido en la vía interpuesta determinándose un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos de las fracciones I, II y III del artículo ya citado.

DUODÉCIMO. De la etapa de instrucción.
Durante la etapa de instrucción, se observa que en fecha trece de mayo de dos mil veintiséis, el Sujeto Obligado rindió su Informe Justificado, consistente en el documento denominado “08402INFOEMIPRR2025.pdf”, el cual fue puesto a la vista del Recurrente mediante acuerdo de fecha quince de junio del año en curso, en términos de la fracción III del artículo 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y se otorgó al particular un término de tres días para manifestar lo que a su derecho conviniera. Por su parte, el Recurrente no emitió manifestaciones, vertió alegatos ni presentó pruebas que a su derecho conviniera; así como tampoco se pronunció respecto del Informe Justificado. El contenido de los documentos referidos será motivo de análisis durante el estudio respectivo.
DÉCIMO TERCERO. Del cierre de instrucción.
Transcurrido el término legal, se decretó el cierre de instrucción en fecha diecinueve de junio de dos mil veintiséis, en términos del artículo 185 fracción VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, iniciando el término legal para dictar resolución definitiva del asunto.

DÉCIMO CUARTO. De la ampliación del término para resolver.
En fecha doce de junio de dos mil veintiséis, se amplió el término para resolver el recurso de revisión en términos del artículo 181 párrafo tercero de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios por un plazo de quince días hábiles.


C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión, conforme a lo dispuesto en el artículo 5o párrafos trigésimo tercero, trigésimo noveno, cuadragésimo y cuadragésimo primero, fracción VIII de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; ordinal 2, fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

SEGUNDO. Sobre los alcances del recurso de revisión. 
Derivado de la impugnación realizada, es menester señalar que el recurso de revisión inmerso en la Ley de Transparencia vigente en la entidad, tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente, el cual será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico, con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.

TERCERO. De las causas de improcedencia.
En el procedimiento de acceso a la información y de los medios de impugnación de la materia, se advierten diversos supuestos de procedibilidad que deben estudiarse con la finalidad de dar cumplimiento a los principios de legalidad y objetividad inmersos en el artículo 9 de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en correlación con la seguridad jurídica que debe generar lo actuado ante este Organismo garante.

Por lo anterior, es una facultad legal entrar al estudio de las causas de improcedencia que hagan valer las partes o que se adviertan de oficio por este Resolutor y por ende objeto de análisis previo al estudio de fondo del asunto; presupuestos procesales de inicio o trámite de un proceso que dotan de seguridad jurídica las resoluciones, máxime que es una figura procesal adoptada en la ley de la materia[footnoteRef:2], la cual permite dilucidar alguna causal que impida el estudio y resolución, cuando una vez admitido el recurso de revisión se advierta una causa de improcedencia que permita sobreseerlo, sin estudiar el fondo del asunto. [2:  Estudio oficioso o a petición de parte que no son incompatibles con el derecho de acceso a la justicia, ya que éste no se coarta por regular causas de improcedencia y sobreseimiento con tales fines, sirviendo de sustento la tesis aislada XVI.1o.A.T.2 K visible en el Semanario Judicial de la Federación bajo el número de registro 2000365 cuyo rubro y texto estipula lo siguiente:

IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 73 Y 74 DE LA LEY DE LA MATERIA, RESPECTIVAMENTE, NO SON INCOMPATIBLES CON EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. 
Del examen de compatibilidad de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo con el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no se advierte que el derecho interno desatienda los estándares que pretenden proteger los derechos humanos en dicho tratado, por regular causas de improcedencia y sobreseimiento que impiden abordar el estudio de fondo del asunto en el juicio de amparo, en virtud de que el propósito de condicionar el acceso a los tribunales para evitar un sobrecargo de casos sin mérito, es en sí legítimo, por lo que esa compatibilidad, en cuanto a los requisitos para la admisibilidad de los recursos dependerá, en principio, de los siguientes criterios: no pueden ser irracionales ni de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia, ni discriminatorios y, en el caso, la razonabilidad de esas causas se justifica por la viabilidad de que una eventual sentencia concesoria tenga un ámbito de protección concreto y no entre en conflicto con el orden jurídico, no son de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia ni tampoco son discriminatorias, pues no existe alguna condicionante para su aplicabilidad, en función de cuestiones personales o particulares del quejoso. Por tanto, las indicadas causas de improcedencia y sobreseimiento no son incompatibles con el citado precepto 25.1, pues no impiden decidir sencilla, rápida y efectivamente sobre los derechos fundamentales reclamados como violados dentro del juicio de garantías.] 


Así las cosas, en la especie, no se actualiza ninguna causa de improcedencia de las referidas en el artículo 191 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, encontrándose actualizados todos los presupuestos procesales para atender el fondo del asunto, en los términos del considerando posterior.
CUARTO. Estudio y resolución del asunto.
El análisis y resolución del presente recurso, se funda en el contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente electrónico, para así estar en posibilidad este Órgano Colegiado de dictar el fallo correspondiente conforme a derecho, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y respetando en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en nuestra Constitución Federal, Local y demás leyes aplicables en la materia, así como en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, en concordancia con el párrafo tercero del artículo 1 de la Constitución Federal y el diverso 8 de la Ley de Transparencia local.

En virtud de lo anterior, es conveniente recordar que la Recurrente requirió en su solicitud primigenia la entrega de lo siguiente: 

1. Oficios números PMJ/OIC/038/2025, PMJ/OIC/037/2025, PMJ/OIC/036/2025, PMJ/OIC/035/2025, PMJ/OIC/039/2025, PMJ/OIC/040/2025 y PMJ/OIC/041/2025 emitidos por la Contraloría Municipal.

2. Expediente número PMJ/OICM/OBS/011/2025.

3. Oficios números PMJ/PM/349/03/2025, PMJ/PM/348/03/2025, PMJ/PM/347/03/2025, PMJ/PM/346/03/2025, PMJ/PM/345/03/2025, PMJ/PM/350/03/2025, PMJ/PM/351/03/2025, PMJ/PM/352/03/2025, PMJ/PM/353/03/2025 y PMJ/PM/354/03/2025 emitidos por la Presidencia Municipal.

4. Oficio número 230003A00/090/2025 firmado por el Arq. Baltazar Briones.

5. Oficio número PMJ/PM/2026/02/2025 de fecha 25 de febrero.

Ante el requerimiento del Recurrente, el Sujeto Obligado omitió dar respuesta, por lo que el particular interpuso el recurso de revisión 06790/INFOEM/IP/RR/2025 en el sentido de ordenar al Sujeto Obligado que atendiera la solicitud de información.

Así, en cumplimiento a la resolución del recurso de revisión 06790/INFOEM/IP/RR/2025, el Sujeto Obligado entregó el documento que se describe a continuación: 

· “RECURSO DE REVISION 69.pdf”: 
-Escrito emitido por la Directora General de la UIPPE y Transparencia, a través del cual comunica que, se realiza la contestación correspondiente a el Recurso de Revisión con número de folio: 06790/INFOEM/RR/2025, derivado de la solicitud con número de folio: 00069/JOQUICIN/IP/2025, а fin de proveer lo necesario para garantizar a toda persona el derecho de acceso a la información pública. 

-Oficio número PMJ/OIC/044/2025 emitido por el Contralor Municipal, a través del cual, comunica a la Directora General de la UIPPE y Transparencia que, remite la información solicitada en copia simple de los oficios PMJ/OIC/036/2025 Y PMJ/OIC/039/2025 asimismo informó que los oficios PMJ/OIC/040/2025 y PMJ/OIC/041/2025 no existen, en cuanto al expediente a los oficios PMJ/OIC/035/2025 y PMJ/OIC/037/2025 solicito a usted promueva lo necesario para su clasificación como reservada hasta por un periodo de 18 meses en virtud de que no pueden ser divulgados toda vez que forman parte de un expediente de fiscalización que aún no ha sido concluido; en el mismo sentido solicito la clasificación del expediente PMJ/OICM/OBS/011/2025 hasta por un periodo de 18 meses toda vez que se refiere a un procedimiento administrativo del que aún no se emite resolución y en consecuencia no puede ser divulgado.

-Oficios números PMJ/OIC/036/2025 y PMJ/OIC/039/2025.

-Acta de la 6ta Sesión Ordinaria del Comité de Transparencia del Sujeto Obligado, a través de la cual, se aprobó la clasificación como información reservada del expediente PMJ/OIC/OBS/011/2025 por encontrarse en un proceso administrativo y los oficios PMJ/OIC/035/2025, PMJ/OIC/037/2025 por formar parte de un procedimiento de fiscalización que se encuentra en curso y no se ha determinado una resolución.

-Oficio número PMJ/PM/395/04/2025 emitido por la Secretaria de Presidencia a través del cual, comunica a la Directora General de la UIPPE y Transparencia que, anexa copia de los oficios números PMJ/PM/345/04/2025, PMJ/PM/346/04/2025, PMJ/PM/347/04/2025, PMJ/PM/348/04/2025, PMJ/PM/350/04/2025, PMJ/PM/351/04/2025, PMJ/PM/352/04/2025, PMJ/PM/353/04/2025 y PMJ/PM/354/04/2025, informando además que, el oficio PMJ/PM/349/03/2025 es parte de un expediente que forma parte de un proceso administrativo de fiscalización en curso, por lo que le solicito al comité de transparencia sea clasificado como confidencial reservado.

Oficios números PMJ/PM/345/04/2025, PMJ/PM/346/04/2025, PMJ/PM/347/04/2025, PMJ/PM/348/04/2025, PMJ/PM/350/04/2025, PMJ/PM/351/04/2025, PMJ/PM/352/04/2025, PMJ/PM/353/04/2025 y PMJ/PM/354/04/2025.

Acta del Comité de Transparencia Número 7 Clasificando como reservada la información relativa al oficio PMJ/PM/349/03/2025.

Ante la respuesta proporcionada en cumplimiento a la resolución de este Instituto, la Recurrente consideró que se trasgredió su derecho a la información pública, por lo que interpuso el recurso de revisión al rubro citado señalando como razones o motivos de inconformidad lo siguiente: 
 “pedi los oficios No. PMJ/OIC/038/2025, PMJ/OIC/037/2025, PMJ/OIC/036/2025,PMJ/OIC/035/2025, PMJ/OIC/039/2025, PMJ/OIC/040/2025 Y PMJ/OIC/041/2025 de la contraloria y se basan en decir que no existen y es algo absurdo ya que los oficios van consecutivos, y de los oficios PMJ/PM/349/03/2025, PMJ/PM/348/03/2025, PMJ/PM/347/03/2025, PMJ/PM/346/03/2025, PMJ/PM/345/03/2025, PMJ/PM/350/03/2025, PMJ/PM/351/03/2025, PMJ/PM/352/03/2025, PMJ/PM/353/03/2025, PMJ/PM/354/03/2025 no se entregaron los que pedi me mandaron los incorrectos pedi del mes de marzo y me mandan de abril y falta la copia del oficio COPIA DEL OFICIO 230003A00/090/2025 FIRMADO POR EL ARQ BALTAZAR BRIONES REMITIDO A PRESIDENCIA MUNICIPAL COPIA DEL OFICIO PMJ/PM/2026/02/2025”

Durante la etapa de instrucción, el Sujeto Obligado rindió su Informe Justificado mediante la presentación del documento siguiente:

· 08402INFOEMIPRR2025.pdf. Documentos enviados en cumplimiento a una Resolución diversa que versan en lo siguiente:

Oficio número PMJ/TRANS/62/04/2026 emitido por el Titular de la Unidad de Transparencia, quien manifestó anexar en formato PDF, la Información proporcionada por las áreas responsables, acta de la decimoctava sesión ordinara del comité de transparencia y cuadros de clasificación.

Oficio número PMJ/PM/329/04/2026, emitido por la Secretaria Particular de Presidencia, quién comunico al Titular de la Unidad de Transparencia medularmente que, respecto a los oficios PMJ/PM/345/03/2025, PMJ/PM/346/03/2025, PMJ/PM/347/03/2025, PMJ/PM/348/03/2025, PMJ/PM/350/03/2025, PMJ/PM/351/03/2025, PMJ/PM/352/03/2025, PMJ/PM/353/03/2025 y PMJ/PM/354/03/2025, derivado de una búsqueda exhaustiva y minuciosa a los oficios generados en el año 2025 por el área de presidencia municipal, no se encontraron oficios elaborados con el mes de marzo (03), señalando que el área de presidencia genera los oficios de manera consecutiva y anual, por lo que envía los oficios generados por el área de presidencia que tienen el número de oficio solicitado pero que corresponden al mes de abril (04) del año 2025, los cuales de relación a continuación y se anexan al presente.

Respecto al oficio PMJ/PM/349/03/2025 y del oficio 230003A00/090/2025 firmado por el Arq. Baltazar Briones remitido a Presidencia Municipal del 04 de agosto de 2025, Es dable señalar que esta área de presidencia advierte que lo solicitado versa en información referente al expediente de observaciones de la entrega recepción de presidencia del periodo 2022-2024 y que dicho expediente está en proceso de Investigación por parte de la Contraloría del Poder Legislativo por lo cual y en virtud de que no se entorpezca las acciones de la presente investigación, se solicita someta a consideración del Comité la reserva de dicha información.

Oficios números PMJ/PM/345/04/2025, PMJ/PM/346/04/2025, PMJ/PM/347/04/2025, PMJ/PM/348/04/2025, PMJ/PM/350/04/2025, PMJ/PM/351/04/2025, PMJ/PM/352/04/2025, PMJ/PM/353/04/2025 y PMJ/PM/354/04/2025.

Acta de la Decimoctava Sesión Ordinaria del Comité de Transparencia, a través de la cual se aprueba la CLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN COMO RESERVADA TOTAL POR UN PERIODO DE CINCO AÑOS respecto a la resolución del recurso de revisión No. 08402/INFOEM/IP/RR/2025 donde el solicitante donde busca; conocer oficio PMJ/PM/349/03/2025 y del oficio 230003A00/090/2025 firmado por el Arq. Baltazar Briones remitido a Presidencia Municipal del 04 de agosto de 2025.


Ahora bien, quedando establecido lo anterior, este Órgano Garante considera viable realizar el estudio en aras de establecer si la respuesta del Sujeto Obligado en cumplimiento a la resolución dictada por este Instituto es suficiente para colmar la pretensión primigenia de la Recurrente, así como calificar los motivos de inconformidad del particular. 

En este sentido, es pertinente enfatizar lo que, respecto al derecho de acceso a la información pública, refiere el artículo 5° de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, que en su parte conducente dispone lo siguiente:

Artículo 5. […]

El derecho a la información será garantizado por el Estado. La ley establecerá las previsiones que permitan asegurar la protección, el respeto y la difusión de este derecho. 

Para garantizar el ejercicio del derecho de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales, los poderes públicos y los organismos autónomos, transparentarán sus acciones, en términos de las disposiciones aplicables, la información será oportuna, clara, veraz y de fácil acceso. 

Este derecho se regirá por los principios y bases siguientes:

I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismos de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos estatales y municipales, así como del gobierno y de la administración pública municipal y sus organismos descentralizados, asimismo de cualquier persona física, jurídica colectiva o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de interés público y seguridad, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.
II. La información referente a la intimidad de la vida privada y la imagen de las personas será protegida a través de un marco jurídico rígido de tratamiento y manejo de datos personales, con las excepciones que establezca la ley reglamentaria.
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos.
IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante el organismo autónomo especializado e imparcial que establece esta Constitución.
V. Los procedimientos de acceso a la información pública, de acceso, corrección y supresión de datos personales, así como los recursos de revisión derivados de los mismos, podrán tramitarse por medios electrónicos, a través de un sistema automatizado que para tal efecto establezca la ley reglamentaria y el organismo autónomo garante en el ámbito de su competencia. Las resoluciones que correspondan a estos procedimientos se sistematizarán para favorecer su consulta.
VI. Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos administrativos actualizados y publicarán, a través de los medios electrónicos disponibles, la información completa y actualizada sobre el ejercicio de los recursos públicos y los indicadores que permitan rendir cuenta del cumplimiento de sus objetivos y los resultados obtenidos.
VII. La ley reglamentaria, determinará la manera en que los sujetos obligados deberán hacer pública la información relativa a los recursos públicos que entreguen a personas físicas o jurídicas colectivas.

En ese orden de ideas, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, prevé en su artículo 23 fracción IV, lo siguiente:

Artículo 23. Son sujetos obligados a transparentar y permitir el acceso a su información y proteger los datos personales que obren en su poder:
[…]
IV. Los ayuntamientos y las dependencias, organismos, órganos y entidades de la administración municipal;
[…]

Es así como, conforme a los preceptos legales citados, se desprende que el derecho de acceso a la información pública es un derecho individual que puede ser ejercido ante cualquier autoridad, entidad, órgano u organismo, tanto federales, como estatales, de la Ciudad de México, o Municipales, con el fin de que los particulares conozcan toda aquella información que es considerada como pública.

Asimismo, de la interpretación de los motivos de inconformidad expresados por la Recurrente, se colige que en el presente caso se actualizó la causal de procedencia del recurso de revisión prevista en la fracción V del artículo 179 de la Ley de Transparencia estatal.

Así, una vez descritas las constancias, a fin de clarificar lo solicitado y lo proporcionado por El Sujeto Obligado, a fin de determinar si se colma el derecho de acceso a la información del particular, resulta conveniente realizarlo a través de la tabla siguiente:
	Solicitud
	Información proporcionada
	Determinación Colma/No colma

	Los oficios números:

	PMJ/OIC/035/2025.
	Reservó
	No colma
Al clasificar la información como reservada confidencial; el acta no reúne los elementos necesarios para su procedencia, ni acreditó los extremos de procedencia de la causal V del artículo 140 de la Ley de Transparencia Local.

	PMJ/OIC/036/2025.
	Entregó
	Colma

	PMJ/OIC/037/2025.
	Reservó
	No colma
Al clasificar la información como reservada confidencial; el acta no reúne los elementos necesarios para su procedencia, ni acreditó los extremos de procedencia de la causal V del artículo 140 de la Ley de Transparencia Local.

	PMJ/OIC/038/2025.
	Reservó
	No colma
Al clasificar la información como reservada confidencial; el acta no reúne los elementos necesarios para su procedencia, ni acreditó los extremos de procedencia de la causal V del artículo 140 de la Ley de Transparencia Local.

	PMJ/OIC/039/2025.
	Entregó
	Colma

	PMJ/OIC/040/2025. 
	no existen
	Colma
Pronunciamiento en sentido negativo

	PMJ/OIC/041/2025.
	no existen
	Colma
Pronunciamiento en sentido negativo

	PMJ/PM/345/03/2025. 
	En Respuesta entregó los oficios números:
PMJ/PM/345/04/2025
PMJ/PM/346/04/2025
PMJ/PM/347/04/2025
PMJ/PM/348/04/2025.

Informe Justificado:
Señaló que, derivado de una búsqueda exhaustiva y minuciosa a los oficios generados en el año 2025 por el área de presidencia municipal, no se encontraron oficios elaborados con el mes de marzo (03), señalando que el área de presidencia genera los oficios de manera consecutiva y anual, por lo que envió los oficios generados por el área de presidencia que tienen el número de oficio solicitado pero que corresponden al mes de abril (04) del año 2025.
	Colma
Pronunciamiento en sentido negativo

	PMJ/PM/346/03/2025. 
	
	

	PMJ/PM/347/03/2025. 
	
	

	PMJ/PM/348/03/2025.
	
	

	PMJ/PM/349/03/2025. 
	Acta del Comité de Transparencia de fecha 22 de abril de 2025, por el que se aprueba la clasificación como reservada/confidencial
	No colma
Al clasificar la información como reservada confidencial; el acta no reúne los elementos necesarios para su procedencia, ni acreditó los extremos de procedencia de la causal V del artículo 140 de la Ley de Transparencia Local.

	PMJ/PM/350/03/2025.
	Entregó los oficios números:
PMJ/PM/350/04/2025
PMJ/PM/351/04/2025, PMJ/PM/352/04/2025 PMJ/PM/353/04/2025
PMJ/PM/354/04/2025

Informe Justificado:
Señaló que, derivado de una búsqueda exhaustiva y minuciosa a los oficios generados en el año 2025 por el área de presidencia municipal, no se encontraron oficios elaborados con el mes de marzo (03), señalando que el área de presidencia genera los oficios de manera consecutiva y anual, por lo que envió los oficios generados por el área de presidencia que tienen el número de oficio solicitado pero que corresponden al mes de abril (04) del año 2025.
	Colma
Pronunciamiento en sentido negativo

	PMJ/PM/351/03/2025. 
	
	

	PMJ/PM/352/03/2025.
	
	

	PMJ/PM/353/03/2025. 
	
	

	PMJ/PM/354/03/2025.
	
	

	230003A00/090/2025 firmado por el Arq. Baltazar Briones remitido a Presidencia Municipal.
	Relacionado con el expediente PMJ/PM/349/03/2025 el cual se encuentra actualmente en proceso administrativo de fiscalización en curso.
	No colma
No acreditó los extremos de procedencia de la causal V del artículo 140 de la Ley de Transparencia Local.

	PMJ/PM/2026/02/2025.
	No se encontró registro alguno del oficio presentado
	Colma
Pronunciamiento en sentido negativo

	Expediente No. PMJ/OICM/OBS/011/2025 de la Contraloría Municipal. 
	Reservó
	No colma




Del cuadro anterior se llega a la conclusión de los siguientes supuestos: 

Requerimientos del particular que se colmaron totalmente: 
· PMJ/OIC/036/2025.
· PMJ/OIC/039/2025.
· PMJ/OIC/040/2025.
· PMJ/OIC/041/2025.
· PMJ/PM/345/03/2025. 
· PMJ/PM/346/03/2025. 
· PMJ/PM/347/03/2025.
· PMJ/PM/348/03/2025.
· PMJ/PM/350/03/2025.
· PMJ/PM/351/03/2025. 
· PMJ/PM/352/03/2025.
· PMJ/PM/353/03/2025.
· PMJ/PM/354/03/2025.
· PMJ/PM/2026/02/2025.

Lo anterior, en virtud de que como se pudo advertir le fue proporcionado al particular los oficios números PMJ/OIC/036/2025 y PMJ/OIC/039/2025 de forma íntegra. 
Ahora bien, por lo que corresponde al pronunciamiento de la inexistencia de los oficios números PMJ/OIC/040/2025, PMJ/OIC/041/2025, PMJ/PM/345/03/2025, PMJ/PM/346/03/2025, PMJ/PM/347/03/2025, PMJ/PM/348/03/2025, PMJ/PM/350/03/2025, PMJ/PM/351/03/2025, PMJ/PM/352/03/2025, PMJ/PM/353/03/2025, PMJ/PM/354/03/2025 y PMJ/PM/2026/02/2025 con el cual se actualiza el supuesto jurídico de hechos negativos.
Al respecto, no se trata de un caso por el cual la negación del hecho implique la afirmación del mismo, simplemente se está ante una notoria y evidente inexistencia fáctica de la información solicitada.

Encontrándonos ante un hecho negativo, destacando entonces que el Pleno de este Organismo Garante, ha sostenido que ante la presencia de un hecho negativo, resultaría innecesaria una declaratoria de inexistencia en términos de los artículos 19, 169 y 170 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, y ante una hecho negativo resulta aplicable la siguiente tesis:

“HECHOS NEGATIVOS, NO SON SUSCEPTIBLES DE DEMOSTRACIÓN.
Tratándose de un hecho negativo, el Juez no tiene por que invocar prueba alguna de la que se desprenda, ya que es bien sabido que esta clase de hechos no son susceptibles de demostración.
Amparo en revisión 2022/61. José García Florín (Menor). 9 de octubre de 1961. Cinco votos. Ponente: José Rivera Pérez Campos.”

Además, y de conformidad con lo establecido en el artículo 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, anteriormente invocado el Sujeto Obligado sólo proporcionará la información que obra en sus archivos, lo que a contrario sensu significa que no se está obligado a proporcionar lo que no obre en sus archivos; motivo por el cual se colma el derecho de acceso a la información pública de la persona solicitante, por cuanto hace a este punto. 

Además, de que como se apuntó en las líneas que preceden este Organismo Garante no está facultado para pronunciarse sobre la veracidad de la información que los Sujetos Obligados ponen a disposición de los solicitantes.

Por otra parte, respecto de los requerimientos relacionados con la entrega de los oficios números PMJ/OIC/035/2025, PMJ/OIC/037/2025, PMJ/OIC/038/2025, PMJ/PM/349/03/2025 y 230003A00/090/2025, así como del expediente número PMJ/OICM/OBS/011/2025 de la Contraloría Municipal, es de recordar que el Sujeto Obligado pretendió clasificar la información. 

Al respecto, es necesario señalar que el derecho de acceso a la información puede ser restringido de manera excepcional por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por la Ley, a través de la clasificación de la información como confidencial o reservada para permitir el acceso, como se desprende del artículo 91 de la ley de la materia que es del tenor literal siguiente:

Artículo 91. El acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando ésta sea clasificada como reservada o confidencial.

Entendiéndose como información reservada aquella que se clasifica de manera temporal cuya divulgación pueda causar algún daño; y como información confidencial, la que se refiera a la información privada y los datos personales concernientes a una persona física o jurídico colectiva identificada o identificable que no son de acceso público, asimismo, haga referencia a los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponde a particulares, sujetos de derecho internacional o a Sujetos Obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos.

De manera que, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en su artículo 143 prevé los siguientes supuestos para clasificar la información como confidencial:

Artículo 143. Para los efectos de esta Ley se considera información confidencial, la clasificada como tal, de manera permanente, por su naturaleza, cuando:
I. Se refiera a la información privada y los datos personales concernientes a una persona física o jurídico colectiva identificada o identificable;
II. Los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos; y
III. La que presenten los particulares a los sujetos obligados, de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados internacionales.
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a ella los titulares de la misma, sus representantes y los servidores públicos facultados para ello.
No se considerará confidencial la información que se encuentre en los registros públicos o en fuentes de acceso público, ni tampoco la que sea considerada por la presente ley como información pública.

Así como, que es información reservada, conforme a lo dispuesto en el numeral 140 de la mencionada Ley, aquella que esté por ejemplo en los supuestos siguientes:

I. Comprometa la seguridad pública y cuente con un propósito genuino y un efecto demostrable; 
II. Pueda menoscabar la conducción de las negociaciones y relaciones internacionales; 
III. Se entregue a la Entidad expresamente con ese carácter o el de confidencialidad por otro u otros sujetos de derecho internacional, excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o delitos de lesa humanidad de conformidad con el derecho internacional; 
IV. Ponga en riesgo la vida, la seguridad o la salud de una persona física;

Siendo pertinente aclarar que la información que se clasifica bajo la premisa de reservada no pierde el carácter de pública, sino que se impide su acceso temporalmente del conocimiento público, es decir, que por un tiempo determinado se conservará y custodiará la información de manera especial, y una vez transcurrido el plazo de custodia, el documento podrá divulgarse. 

Por todo lo anterior, la reserva de la información implica una clasificación, la cual debe entenderse como el proceso mediante el cual El Sujeto Obligado determina que la información en su poder actualiza alguno de los supuestos conforme a las normas aplicables.

De este modo, conforme al artículo 132 de la ley en referencia, para clasificar la información se debe de atender a lo dispuesto por la normativa y aplicar, de manera estricta, las excepciones del derecho de acceso a la información y sólo podrán invocarlas cuando acrediten su procedencia, debiendo clasificar la información en el momento en que:

1. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
2. Se determine mediante resolución de autoridad competente; y/o
3. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en la Ley.

Situación que se robustece con lo previsto en el artículo 141 de citada Ley, que señala que las causales de reserva previstas se deberán fundar y motivar a través de la aplicación de la prueba de daño.

Igualmente, la clasificación de la información debe estar sustentada en el Acuerdo de Clasificación correspondiente en el que, de manera fundada y motivada, se establezcan las hipótesis normativas aplicables al caso concreto y se analice la prueba de daño que prevé el artículo 129 de la Ley de Transparencia de mérito, para lo cual los Sujetos Obligados deberán considerar que: 

· La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable del perjuicio significativo al interés público o a la seguridad pública; 
· El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se difunda; y
· La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio.

De tal manera, las limitaciones al acceso a la información deben sustentarse en una adecuada clasificación que debe distinguir y tomar en cuenta qué información puede generar un daño desproporcionado o innecesario a valores jurídicamente protegidos.

Por lo tanto, la prueba de daño realizada por El Sujeto Obligado cobra relevancia puesto que, si ésta no arroja resultados contundentes sobre un posible peligro, deberá de publicarse y entregarse la información requerida.

Asimismo, los Sujetos Obligados no pueden emitir acuerdos de carácter general que clasifiquen documentos o información como reservada, ya que dicha clasificación, debe estar acorde con la actualización de los supuestos definidos; resaltándose además que la clasificación de la información se debe realizar conforme a un análisis caso por caso, mediante la aplicación de la enunciada prueba de daño. 

De este modo, es necesario que El Sujeto Obligado al aplicar la prueba de daño distinga entre los supuestos por los cuales puede invocar la reserva de la información y cuáles de manera clara y específica son los que le atañen a la información que se solicite; situación que le hará permisible distinguir diferencias y formular una idónea y adecuada clasificación de la información, generando así una regla individualizada y pertinente para el caso, a través de la aplicación de dicha prueba, con el propósito de obtener, una versión pública o acuerdo conforme a lo solicitado.

Aunado a lo anterior, es importante señalar el contenido del numeral Octavo de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de versiones públicas para realizar la clasificación de la información se debe fundar y motivar señalando el artículo, fracción, inciso, párrafo o numeral de la Ley o tratado internacional suscrito por el Estado Mexicano que expresamente le otorgue el carácter de reservada, así como especificando las razones o circunstancias especiales que lo llevaron a concluir que el caso particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento. 

Siendo así que, en el caso específico de la reserva, la motivación de la clasificación también deberá comprender las circunstancias que justifican el establecimiento de determinado plazo de reserva; en otras palabras, para clasificar la información como reservada, se debe contar con el acuerdo respectivo el cual debe estar debidamente fundado y motivado. 

Por tanto, la fundamentación y motivación consiste en la obligación que tiene todo ente público de expresar los preceptos jurídicos aplicables al asunto motivo del acto y las razones o argumentos de su actuar.

Al respecto, el máximo tribunal del país ha establecido jurisprudencia respecto a qué debe entenderse por fundamentación y motivación, en los siguientes términos:

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.”(Sic)

Así, en un acto de autoridad se surte la debida fundamentación cuando se cita el precepto legal aplicable al caso concreto y la debida motivación cuando se expresan las razones, motivos o circunstancias que tomó en cuenta la autoridad para adecuar el hecho a los fundamentos de derecho.

En consecuencia, la fundamentación y motivación implica que, en el acto de autoridad, además de contenerse los supuestos jurídicos aplicables, se expliquen claramente por qué a través de la utilización de la norma se emitió el acto. De este modo, la persona que se siente afectada pueda impugnar la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. 

Atento a lo anterior, es necesario hacer hincapié en que, para clasificar la información como reservada se deben precisar las razones objetivas por las que la apertura de la información generaría una afectación, lo cual no puede hacerse valer de manera general.

En ese sentido, es de precisar que la clasificación de la información no se da por el simple mandato de la ley, sino que es necesario que El Sujeto Obligado, cuando clasifique algún documento o información, ya sea todo o en parte, atienda lo dispuesto por la ley de la materia, siendo que dicha clasificación es un trabajo en conjunto tanto de los Servidores Públicos Habilitados, de las Unidades de Transparencia y del Comité de Transparencia del Sujeto Obligado, teniendo el deber los primeros de ellos de presentar ante la Unidad de Transparencia la propuesta de la clasificación de la información, para que luego esta se presente ante el Comité de Transparencia de así resultar procedente el proyecto de clasificación de la información y que finalmente sea este último quien apruebe, modifique o revoque la misma, como se desprende de los artículos 59 fracción V, 53 fracción X, y 49 fracciones II y VIII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

Artículo 59. Los servidores públicos habilitados tendrán las funciones siguientes:
(…)
V. Integrar y presentar al responsable de la Unidad de Transparencia la propuesta de clasificación de información, la cual tendrá los fundamentos y argumentos en que se basa dicha propuesta;
(…)

Artículo 53. Las Unidades de Transparencia tendrán las siguientes funciones:
(…)
X. Presentar ante el Comité, el proyecto de clasificación de información;
(…) 

Artículo 49. Los Comités de Transparencia tendrán las siguientes atribuciones:
(…)
II. Confirmar, modificar o revocar las determinaciones que en materia de ampliación del plazo de respuesta, clasificación de la información y declaración de inexistencia o de incompetencia realicen los titulares de las áreas de los sujetos obligados;
(…)
VIII. Aprobar, modificar o revocar la clasificación de la información;
(…)

Bajo tales consideraciones, se indica que, si el Sujeto Obligado advierte que la información solicitada contiene datos personales que sean susceptibles de ser clasificados como confidenciales, o, si por otro lado, por su propia y especial naturaleza, encuadra en alguno de los supuestos de reserva o de confidencialidad en su totalidad, deberá emitir un Acuerdo de Clasificación debidamente fundado y motivado que sustente la clasificación parcial, a través de la versión pública que emita, o bien, la restricción total del derecho de acceso a la información.  

Asimismo, no obsta mencionar que el Acuerdo del Comité de Transparencia mediante el cual se clasifique la información como reservada o confidencial, de manera total o parcial debe emitirse siguiendo las formalidades previstas en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y en los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas, de igual forma en dicho acuerdo se deben exponer de manera clara los fundamentos y razones que llevaron a la autoridad a clasificar la información de acuerdo con lo establecido en el artículo 149 de la Ley de la materia, de lo contrario, implicaría dejar al solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender las razones por las que se clasifica la documentación respectiva, es decir, si no se exponen de manera puntual las razones, de ello se estaría violentando el Derecho de Acceso a la Información del solicitante.

No obstante, lo anterior, si bien por el tipo información requerida, el documento donde pueda constar la misma, por su naturaleza puede contener datos personales susceptibles de protegerse, también lo es que procede su entrega mediante una clasificación parcial de la información contenida en el documento a entregar.

En ese contexto, resulta necesario analizar el Acuerdo mediante el cual el Comité de Transparencia del Sujeto Obligado confirmó la clasificación de la información como reservada, a fin de establecer si se cumplió cabalmente con las formalidades exigidas por con el artículo 113, fracción IX, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, numeral Vigésimo octavo, fracción I, Trigésimo Séptimo de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas, así como los artículos 91, 128, 129, 140, fracción VI, y 141, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios:

	
	Cumplió:
	Contenido

	Número de folio de la solicitud
	No
	[image: ]

	Referencia de la información solicitada
	Sí

	[image: ]

	Causal aplicable del artículo 112 de la Ley General, vinculándola con el Lineamiento específico del presente ordenamiento y, cuando corresponda, el supuesto normativo que expresamente le otorga el carácter de información reservada
	No
	



	Fundamento y Motivación Legal
	Sí
	
[image: ]

[image: ]

	Conexión entre los fundamentos y motivos que dieron origen a la Reserva de la información
	No
	

	Prueba de Daño

	Riesgo Real, Demostrable e Identificable
(Modo, Tiempo y Lugar)
	No
	


	Temporalidad de la Reserva de la información
	Sí
	[image: ]

	Autoridades competentes.
	Sí
	[image: ]



Derivado de lo anterior, se advierte que El Sujeto Obligado, en el Acuerdo en el que sustenta la clasificación de la información invoca diversos artículos en su fundamentación, es decir, por un lado invoca del artículo 140, fracciones V, VI, y X, pero al momento del desarrollo de la fundamentación de las mismas, únicamente aborda el tema de que dichos documentos forman parte de un procedimiento administrativo y de fiscalización en curso que aún no ha concluido, como se ilustra:

[image: ]
En ese tenor, y toda vez que El Sujeto Oblugado invoca las fracciones V, VI, y X del artículo 140 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, resulta necesario traer a contexto su contenido que es el siguiente:

“Artículo 140. El acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando por razones de interés público, ésta sea clasificada como reservada, conforme a los criterios siguientes:
…

V. Aquella cuya divulgación obstruya o pueda causar un serio perjuicio a: 

1. Las actividades de fiscalización, verificación, inspección, comprobación y auditoría sobre el cumplimiento de las Leyes; o 

2. La recaudación de las contribuciones.

VI. Pueda causar daño u obstruya la prevención o persecución de los delitos, altere el proceso de investigación de las carpetas de investigación, afecte o vulnere la conducción o los derechos del debido proceso en los procedimientos judiciales o administrativos, incluidos los de quejas, denuncias, inconformidades, responsabilidades administrativas y resarcitorias en tanto no hayan quedado firmes o afecte la administración de justicia o la seguridad de un denunciante, querellante o testigo, así como sus familias, en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables;

… 
X. El daño que pueda producirse con la publicación de la información sea mayor que el interés público de conocer la información de referencia, siempre que esté directamente relacionado con procesos o procedimientos administrativos o judiciales que no hayan quedado firmes;” Sic.

Establecido esto, resulta oportuno realizar el análisis de las hipótesis normativas establecidas en los Lineamientos Generales, con la finalidad de determinar si, en el presente caso, resulta procedente la negativa de acceso a la información requerida por considerarse información susceptible de ser reservada. 

1. La existencia de un procedimiento de verificación del cumplimiento de las leyes

Como se precisó, El Sujeto Obligado se limitó a señalar que, clasificaba toda vez que forman parte de un expediente de fiscalización que aun así no ha sido concluido, sin que demostrara la existencia de dicho procedimiento de fiscalización, por lo tanto, no se acredita la existencia de un procedimiento de verificación del cumplimiento de las leyes. 

2. Que el procedimiento de fiscalización se encuentre en trámite

Como se señaló en el punto anterior, El Sujeto Obligado, a través de la unidad administrativa competente mencionó que forman parte de un expediente de fiscalización que aun así no ha sido concluido, sin que demostrara la existencia de dicho procedimiento de fiscalización, situación por la que, no se actualiza la segunda hipótesis normativa. 

3. La vinculación directa con las actividades que realiza la autoridad en el procedimiento de fiscalización.

[bookmark: _Hlk215608615]En el caso en concreto, se reitera que El Sujeto Obligado no acreditó la existencia del procedimiento de fiscalización en trámite referido, por lo que, no se actualiza la tercera hipótesis de clasificación. 

[bookmark: _Hlk215608699]4. Que la difusión de la información impida u obstaculice las actividades de inspección, supervisión o vigilancia que realicen las autoridades en el proceso de verificación del cumplimiento de las leyes.

[bookmark: _Hlk215608746]Del anterior se puede deducir que para el caso de acceso sobre documentos que se encuentren en un proceso de revisión no debe implicar la falta de estos, siempre que sean definitivos, por lo que deberá permitirse el acceso a los mismos. 

Ya que no se advierte que con su entrega se vulnere algún procedimiento de fiscalización o auditoria no es impedimento para que puedan ser entregados pues se trata de documentos definitivos, que son aquellos que han alcanzado una versión final, oficial o concluyente, y que no están sujetos a modificaciones adicionales, por lo que este tipo de documentos no vulneran los procedimientos de auditoria como resulta del caso concreto.

Por el contrario la entrega de la información Transparencia y rendición de cuentas, en virtud que los documentos definitivos, como contratos, resoluciones o adquisiciones ya materializadas, deben ser accesibles para que los ciudadanos y otras partes interesadas puedan supervisar el uso de los recursos públicos, las decisiones gubernamentales y el cumplimiento de los procedimientos legales, garantizando que los ciudadanos tengan el derecho de conocer la información relacionada con la administración pública, excepto en casos muy específicos (seguridad nacional, etc.), por lo que documentos definitivos no suelen entrar en esas excepciones.

[bookmark: _Hlk215608836]Por otro lado, mantener los documentos definitivos accesibles ayuda a prevenir la corrupción, si los documentos finales fueran reservados, se permitiría encubrir decisiones o contrataciones irregulares aun y cuando estas ya fueron consumadas, por lo que los documentos finales aumentan la confianza de los ciudadanos en las instituciones, ya que se demuestra que las decisiones se han tomado de manera abierta y conforme a la ley. En resumen, los documentos definitivos se consideran el resultado de procesos que deben ser conocidos y evaluados por la sociedad, y por eso no se clasifican como reservados, por lo que se desestima la pretendida clasificación propuesta por el Sujeto Obligado.

Además de lo anterior, se puntualiza que EL SUJETO OBLIGADO asumió contar con las mismas, de ellas se desprende que se trata de documentos que no serán modificados, y tienen carácter de definitivos.

Por lo que resulta prudente tomar en consideración lo plasmado en el criterio 09/2004 emitido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuya literalidad es la siguiente:

"INFORMACIÓN SUJETA A REVISIÓN. SI YA CONSTA EN UN DOCUMENTO DEFINITIVO, DEBE PERMITIRSE EL ACCESO A ÉSTE. Para el otorgamiento del acceso a la información que consta en un documento definitivo, no obsta que el mismo se encuentre sujeto a un proceso de revisión, pues la información existe y se encuentra plasmada en un documento que está bajo el resguardo de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en una de sus unidades administrativas y aun cuando se esté procesando para ser publicada en diversa presentación. Ello no implica su falta de disponibilidad en la modalidad que se requirió, por lo que debe darse acceso a la misma en los términos solicitados, en aras de una total y absoluta transparencia de la información bajo el resguardo de este Alto Tribunal, independientemente de que en un futuro se cuente con una presentación distinta 
Clasificación de la información 10/2004-J, 19 de mayo de 2004.
Unanimidad de votos"

Del anterior criterio, se puede deducir que para el caso de acceso sobre documentos que se encuentren en un proceso de revisión no debe implicar la falta de disponibilidad, siempre que sean definitivos, por lo que deberá permitirse el acceso a los mismos y no así negar el acceso aludiendo a que se encuentran sujetos a una revisión.
Asimismo, del análisis realizado al acuerdo de clasificación realizado por El Sujeto Obligado, se puede advertir que el mismo carece de la causal aplicable del artículo 112 de la Ley General, y vincularla con el supuesto normativo que expresamente le otorga el carácter de información reservada dentro de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas, y, cuando corresponda, el supuesto normativo que expresamente le otorga el carácter de información reservada, de igual manera carece de la prueba de daño en específico en que sustente de manera fundada y motivada, el perjuicio que le causaría el dar a conocer la información requerida.
Del mismo modo, se advierte que carece de la debida fundamentación y motivación, en razón de que de la lectura y de su contenido se advierte que no contiene fundamentación con base en los Lineamientos Generales de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas, tal y como lo estipula en su caso, el numeral Trigésimo Tercero de los citados Lineamientos en materia de clasificación.

En consecuencia, se determina, que la prueba de daño desarrollada y contenida en el Acta de clasificación entregada en respuesta no reúne los elementos necesarios para su validez, por lo que en el presente caso no es factible dar por válido dicha reserva.

En consecuencia, resulta dable ordenar la entrega de la información requerida, en versión pública de ser procedente.

Finalmente, no escapa a la óptica de este Órgano Garante, el hecho que, mediante informe justificado, el Sujeto Obligado remitió Acta de la Décimo Octava Sesión Ordinaria del Comité de Transparencia, a través de la cual se aprueba la clasificación de la información como reservada total por un periodo de cinco años; sin embargo, se destaca que dicha acta no reúne los elementos necesarios para su procedencia, ya que no se elaboró con el propósito de atender la solicitud de información de mérito,  sino que fue emitida en cumplimiento a una Resolución dictada por el Pleno de este Instituto.

Atento a lo anterior, se debe señalar que no es procedente emitir acuerdos de carácter general que clasifiquen documentos o información como reservada, la calsificación de información se debe realizar conforme a un análisis caso por caso, mediante la aplicación de la prueba de daño, conforme a lo establecido en en el artículo 134 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, que a la letra señala: 

“Artículo 134. Los sujetos obligados no podrán emitir acuerdos de carácter general ni particular que clasifiquen documentos o información como reservada. La clasificación podrá establecerse de manera parcial o total de acuerdo al contenido de la información del documento y deberá estar acorde con la actualización de los supuestos definidos en el presente Título como información clasificada.
En ningún caso se podrán clasificar documentos antes de que se genere la información.
La clasificación de información se realizará conforme a un análisis caso por caso, mediante la aplicación de la prueba de daño.” (Sic)

Por lo señalado anteriormente, la respuesta del Sujeto Obligado no colma las pretensiones del hoy Recurrente, por lo que este Órgano Garante estima que las razones o motivos de inconformidad planteados en el recurso de revisión devienen parcialmente fundados, por lo que es procedente modificar la respuesta proporcionada en cumplimiento a lo dispuesto en la resolución dictada por el Pleno de este Instituto, y ordenar la entrega de lo siguiente: 

1. Los  oficios números PMJ/OIC/035/2025, PMJ/OIC/037/2025, PMJ/OIC/038/2025 y PMJ/PM/349/03/2025.

2. Oficio 230003A00/090/2025 firmado por el Arq. Baltazar Briones remitido a Presidencia Municipal.

3. Expediente número PMJ/OICM/OBS/011/2025 de la Contraloría Municipal, al 19 de mayo de 2025. 

Consecuentemente, este Instituto estima que la información remitida en cumplimiento a la resolución emitida por el Pleno en la Vigésima Quinta Sesión Ordinaria celebrada el nueve de julio de dos mil veinticinco no colma la pretensión de la parte Recurrente, por lo que los motivos de inconformidad expresados en el recurso de revisión 06790/INFOEM/ICR-119/IP/RR/2025 devienen parcialmente fundados y, por ende, es procedente MODIFICAR la respuesta emitida en cumplimiento a la resolución del recurso de revisión 06790/INFOEM/IP/RR/2025 y ordenar al Sujeto Obligado que haga entrega de la documentación faltantes antes señalada, en versión pública de ser procedente.

DE LA VERSIÓN PÚBLICA
Derivado de que la información es insoslayable, resaltar que la información puede contener datos personales susceptibles de clasificar, ello es así ya que la excepción de publicidad, es aquella información que tenga el carácter de confidencial (datos personales), por lo que debe privilegiarse el acceso a la información bajo el principio de máxima divulgación, empero sin violar el derecho a la intimidad por medio de la protección de datos personales, por ende de la información que se ponga a disposición, su entrega deberá ser en versión pública; referencia cuyo fundamento legal aplicable se encuentra inmerso en los numerales de la Ley de la materia, que a la letra esgrimen:

Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
[…]
IX. Datos personales: La información concerniente a una persona, identificada o identificable según lo dispuesto por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México;
[…]
XLV. Versión pública: Documento en el que se elimine, suprime o borra la información clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso.

Artículo 122. La clasificación es el proceso mediante el cual el sujeto obligado determina que la información en su poder actualiza alguno de los supuestos de reserva o confidencialidad, de conformidad con lo dispuesto en el presente título.
[…]

Artículo 132. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
[…]
II. Se determine mediante resolución de autoridad competente; o

Artículo 137. Cuando un mismo medio, impreso o electrónico, contenga información pública y reservada o confidencial, la Unidad de Transparencia para efectos de atender una solicitud de información, deberán elaborar una versión pública en la que se testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica y fundando y motivando su clasificación.”
(Énfasis añadido)

En este sentido, el numeral trigésimo tercero fracción V de los Lineamientos Generales, precisa que para motivar la clasificación se deben acreditar las circunstancias de tiempo, modo y lugar, en suma el Sujeto Obligado deberá cumplir cabalmente con las formalidades previstas en el artículo 137, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, así como con los numerales aplicables de los LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA ELABORACIÓN DE VERSIONES PÚBLICAS, publicados en el Diario Oficial de la Federación en fecha quince de abril del año dos mil dieciséis, mediante Acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales.

Lo anterior es así, puesto que ha de destacarse que el artículo 91, de la Ley de la Materia, dispone que el acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando ésta sea clasificada como reservada o confidencial. 

En el mismo sentido, en el caso específico, se advierte que en los documentos solicitados obran datos que son considerados confidenciales, cuyo acceso debe ser restringido, los cuales deben testarse al momento de la elaboración de versiones públicas, como es el caso del Registro Federal de Contribuyentes (RFC), la Clave Única de Registro de Población (CURP), cuando de estos se desprendan o sean visibles datos personales correspondientes a los servidores públicos.

Cuando de la secuencia de números y letras no se advierta un Registro Federal de Contribuyentes o una Clave Única de Registro de Población, que pueda hacer identificable al titular del dato personal, no puede tenerse como dato personal y por ende información confidencial. Por el contrario, debe considerarse que esta información incluida en los documentos fiscales, constituyen un elemento adicional que permite a cualquier persona verificar la legitimidad del documento entregado en una solicitud de acceso a la información y, por sí solos no contienen datos personales susceptibles de clasificación, ya que no hacen identificado o identificable a su titular, pues dichos datos sólo son de utilidad de manera directa a la Secretaria de Hacienda y Crédito Público y si bien, dichas cadenas sí derivan de la información personal de los contribuyentes, esta se encuentra encriptada como se verá a continuación.

Por cuanto hace al Registro Federal de Contribuyentes de las personas físicas constituye un dato personal, ya que se genera con caracteres alfanuméricos obtenidos a partir del nombre en mayúsculas sin acentos ni diéresis y la fecha de nacimiento de cada persona; es decir la primera letra del apellido paterno; seguida de la primera letra vocal del primer apellido; seguida de la primera letra del segundo apellido y por último la primera letra del nombre, posterior la fecha de nacimiento año/mes/día y finalmente la homoclave; la cual para su obtención es necesario acreditar personalidad, fecha de nacimiento entre otros con documentos oficiales.

Al respecto, el Instituto Nacional Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI) a través del Criterio 19/17, señala literalmente lo siguiente:

Registro Federal de Contribuyentes (RFC) de personas físicas. El RFC es una clave de carácter fiscal, única e irrepetible, que permite identificar al titular, su edad y fecha de nacimiento, por lo que es un dato personal de carácter confidencial.

De lo anterior, se desprende que el Registro Federal de Contribuyentes se vincula al nombre de su titular, permitiendo identificar la edad de la persona, fecha de nacimiento, así como su homoclave, determinando la identificación de dicha persona para efectos fiscales, por lo que éste constituye un dato personal que concierne a una persona física identificada e identificable en términos de los artículos 2 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios y  4 fracción XI de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios.

Por cuanto hace a la Clave Única de Registro de Población, constituye un dato personal, ya que tiene como finalidad registrar a cada una de las personas que integran la población del país, con los datos que permitan certificar y acreditar fehacientemente su identidad, la cual servirá para identificarla de manera individual.

Lo anterior, tiene sustento en los artículos 86 y 91, de la Ley General de Población, la cual señala lo siguiente:

Artículo 86. El Registro Nacional de Población tiene como finalidad registrar a cada una de las personas que integran la población del país, con los datos que permitan certificar y acreditar fehacientemente su identidad.

Artículo 91. Al incorporar a una persona en el Registro Nacional de Población, se le asignará una clave que se denominará Clave Única de Registro de Población. Esta servirá para registrarla e identificarla en forma individual.

Ahora bien, la Clave Única de Registro de Población, está integrada de 18 elementos representados por letras y números, que se generan a partir de los datos contenidos en un documento probatorio de identidad (acta de nacimiento, carta de naturalización o documento migratorio), la cual se integra de la primera letra del apellido paterno; seguida de la primera letra vocal del primer apellido; seguida de la primera letra del segundo apellido y por último la primera letra del nombre; fecha de nacimiento año/mes/día; sexo; Entidad Federativa o lugar de nacimiento; finalmente un digito verificador, compuesto de dos elementos, con el que se evitan duplicaciones en la Clave, identifican el cambio de siglo y garantizan la correcta integración. 

Al respecto, el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI) a través del Criterio 18/17, señala literalmente lo siguiente:

Clave Única de Registro de Población (CURP). La Clave Única de Registro de Población se integra por datos personales que sólo conciernen al particular titular de la misma, como lo son su nombre, apellidos, fecha de nacimiento, lugar de nacimiento y sexo. Dichos datos, constituyen información que distingue plenamente a una persona física del resto de los habitantes del país, por lo que la CURP está considerada como información confidencial.

De lo anterior, se desprende que la Clave Única de Registro de Población, se encuentra vinculada al nombre de la persona, permitiendo identificar la edad, fecha de nacimiento, sexo, lugar de nacimiento, así como el código identificador; datos que únicamente le atañen a un particular, por lo que ésta constituye un dato personal que concierne a una persona física identificada e identificable en términos de los artículos 2 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios y  4 fracción XI de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios.

De este modo, como ha sido señalado en la presente resolución, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de particulares mediante el debido Acuerdo fundado y motivado en el que el Sujeto Obligado precise las razones objetivas por las que la apertura de la información generaría una afectación, asimismo, es claro que el mismo debe aplicar de manera restrictiva y limitada las hipótesis de clasificación y no hacerlas valer de manera general. Es importante señalar que, para acreditar dichos supuestos jurídicos se debe fundar y motivar correctamente la categorización de la información.

Por tanto, la fundamentación y motivación consiste en la obligación que tiene todo ente público de expresar los preceptos jurídicos aplicables al asunto motivo del acto y las razones o argumentos de su actuar.

Al respecto, el máximo tribunal del país ha establecido jurisprudencia respecto a qué debe entenderse por fundamentación y motivación, en los siguientes términos:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.”

Así, en un acto de autoridad se surte la debida fundamentación cuando se cita el precepto legal aplicable al caso concreto y la debida motivación cuando se expresan las razones, motivos o circunstancias que tomó en cuenta la autoridad para adecuar el hecho a los fundamentos de derecho.

Más aún, a través de diversa jurisprudencia dictada por el Poder Judicial de la Federación se sostiene que la finalidad de la fundamentación o motivación es la de explicar, justificar, posibilitar la defensa y comunicar la decisión de la autoridad:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN. El contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional relativa a la fundamentación y motivación tiene como propósito primordial y ratio que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación pro forma pero de una manera incongruente, insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la subsunción.”

En consecuencia, la fundamentación y motivación implica que en el acto de autoridad, además de contenerse los supuestos jurídicos aplicables se expliquen claramente, por qué, a través de la utilización de la norma se emitió el acto. De este modo, la persona que se siente afectada pueda impugnar la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa.

Por lo tanto, la entrega de documentos en su versión pública debe acompañarse necesariamente del Acuerdo del Comité de Transparencia del Sujeto Obligado que la sustente, en el que se expongan los fundamentos y razones que llevaron a la autoridad a testar, suprimir o eliminar datos de dicho soporte documental, ya que el no hacerlo implica que lo entregado no es legal ni formalmente una versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada; pues no señalar las razones por las que no se aprecian determinados datos, ya sea porque se testan o suprimen, deja al solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender porque no aparecen en la documentación respectiva, es decir, si no se exponen de manera puntual las razones de ello se estaría violentando desde un inicio el derecho de acceso a la información del solicitante.

En mérito de lo expuesto en líneas anteriores, este Instituto considera que los motivos de inconformidad planteados por la Recurrente resultan fundados en el recurso de revisión que es materia de esta resolución; por ello con fundamento en la segunda hipótesis de la fracción III del artículo 186 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se MODIFICA la respuesta proporcionada en cumplimiento a la resolución del recurso de revisión 06790/INFOEM/IP/RR/2025.

Por lo antes expuesto y fundado es de resolverse y,

S E    R E S U E L V E

PRIMERO. Se MODIFICA la respuesta proporcionada en cumplimiento a la resolución del recurso de revisión 06790/INFOEM/IP/RR/2025, por resultar parcialmente fundados los motivos de inconformidad argüidos por la Recurrente, en términos del Considerando CUARTO de la presente resolución. 

SEGUNDO. Se ORDENA al Sujeto Obligado que haga entrega a la Recurrente mediante el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), en versión pública de ser procedente y en términos del Considerando CUARTO, de lo siguiente:

1. Los oficios números PMJ/OIC/035/2025, PMJ/OIC/037/2025, PMJ/OIC/038/2025 y PMJ/PM/349/03/2025.
2. Oficio 230003A00/090/2025 firmado por el Arq. Baltazar Briones remitido a Presidencia Municipal.
3. Expediente número PMJ/OICM/OBS/011/2025 de la Contraloría Municipal, al 19 de mayo de 2025. 

Como sustento de la versión pública se deberá emitir el Acuerdo del Comité de Transparencia en términos de los artículos 49, fracción VIII y 132 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en el que funde y motive las razones sobre los datos que se supriman o eliminen y se ponga a disposición del Recurrente.

De ser el caso que la información respecto de la que se ordena la entrega en el presente Resolutivo, concurra con alguna causal de reserva, se deberá valorar el daño que la entrega de la información le causaría según los artículos 129 y 140 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, solo si resulta procedente, determine la clasificación de la información como reservada debiendo emitir y entregar el acuerdo de clasificación de la información respectivo en términos del Considerando CUARTO. 

TERCERO. Notifíquese la presente resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado mediante el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), para que, conforme a los artículos 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente; y se le apercibe que, en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200 fracción III, 214, 215 y 216 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. De conformidad con el artículo 198 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el Sujeto Obligado, de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente resolución.

QUINTO. Notifíquese la presente resolución al Recurrente mediante el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), y hágase de su conocimiento que, en caso de considerar que la presente resolución le cause algún perjuicio, podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables, de conformidad con lo establecido en el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

ASÍ LO RESUELVE POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA (VOTO PARTICULAR) Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA, EN LA VIGÉSIMA TERCERA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL VEINTICINCO DE JUNIO DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ.------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
JMV/CCR/EJDG
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2. Con relacién del segundo punto del Orden del Dia, referente a la
presentacion y en su caso aprobacién de la clasificacion de la informacién
como reservada, de la informacién relativa a el expediente
PMJ/OIC/OBS/011/20256 'y los  oficios  PMJ/OIC/035/2025,
PMJ/OIC/037/2025; presentada por el Servidor Piblico Habilitado de la
unidad de la Contralorfa Municipal, con fundamento en los dispuesto en el
articulo 140 fracciones V, VI y X con relacion a los numerales Decimo
Séptimo de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificacién y
Desclasificacion de la Informacién, asi como para la elaboracion de
versiones plblicas, se esgrimen las siguientes consideraciones:
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Se solicita la CLASIFICACION COMO INFORMACION RESERVADA del
expedionte  PMJ/OIC/OBS/011/2025, asl como de los oficios
PIMJ/OIC/035/2025 'y PMJ/OIC/037/2025, toda vez que dichos
documentos forman parte de un procedimiento administrativo y de
fiscalizacién en curso que aun no ha sido concluido.

Del andiisis del contenido de l0s oficios y del expediente mencionado, se
advierte que todos ellos estén relacionados con un procedimiento de
fiscalizacion y auditoria. En consecuencia, se trata de documentos que se
encuentran directamente vinculados con un proceso de revision que aun
no ha sido resuelto y que esté siendo llevado a cabo por la Contraloria
Municipal.

Por lo anterior, se actualiza el supuesto previsto en las fracciones V, VI y
X del articulo 140 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Informacién
Pdblica del Estado de México y Municipios, toda vez que la divulgacion de
dicha informacién podria:

Comprometer la conduccién adecuada del procedimiento,

Obstruir la labor de verificacion o fiscalizacién,

afectar derechos de terceros involucrados.

Asimismo, al tratarse de un procedimiento de responsabilidad
administrativa en tramite, la informacion puede ser clasificada como
reservada por un periodo de hasta 18 meses, en términos de lo dispuesto
por el articulo 125 de la misma Ley, conforme a lo propuesto por el servidor
publico habilitado.
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municipal de conformidad con los articulos 122, 125 y 140 de la Ley de

Transparencia y Acceso a la Informacién Publica del Estado de México y
Municipios.
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ANTECEDENTES

1. En fecha 21 de abril del 2025 se recibo una solicitud de informacion con (
folio 00054/JOQUICIN/IP/2025 atreves del sistema SAIMEX a cargo de la
oficina de Transparencia del ayuntamiento de Joquicingo, en la cual
solicita:
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